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Desde la década de los 80, América Latina presentó un colapso en 
el modelo de desarrollo implantado por la CEPAL (Comisión Eco-
nómica para América Latina) para superar los índices de pobreza1, 
con una guía económica que estuvo supeditada por dos factores 
elementales: el establecimiento del modelo de industrialización 
por sustitución de importaciones y el fortalecimiento de los mode-
los centralistas de gobierno.
Las intenciones de desarrollo económico gestadas por la CEPAL 
a partir de los años sesenta buscaba que todos los gobiernos del 
continente americano acometieran reformas presupuestales im-
portantes para viabilizar “la reforma agraria, y donde deseaban 
trabajar hacia la integración económica regional, para ampliar y 
profundizar en el proceso de industrialización, a la vez que fortale-
cerían el poder de negociación de la región latinoamericana en el 
contexto mundial” (Kay, 2001, pp. 349). Si bien es cierto, la política 
de desarrollo económico continental tomó fuerza en la década de 
los 70, esta también se ve acompañada de un fuerte movimiento 
político en contra de la insurgencia y del discurso comunista.
En este contexto para Kay (2001) el sector agrario no fue desplaza-
do de la agenda de desarrollo, sino que desde la óptica institucio-
nal entraría a fortalecer el impulso deseado para Latinoamérica, 
teniendo en cuenta cinco factores guía:
  La CEPAL considera apropiado utilizar para el monitoreo de los ODM en la región, 
una medida de la pobreza extrema y de la pobreza total basada en el costo de adquirir 
canastas básicas específicas de cada país, en lugar de la línea de “un dólar por día”. 
La “pobreza extrema” o “indigencia” se entiende como la situación en que no se 
dispone de los recursos que permitan satisfacer al menos las necesidades básicas de 
alimentación. En otras palabras, se considera como “pobres extremos” a las personas 
que residen en hogares cuyos ingresos no alcanzan para adquirir una canasta básica 
de alimentos, así los destinaran en su totalidad para dicho fin. A su vez, se entiende 
como “pobreza total” la situación en que los ingresos son inferiores al valor de una 
canasta básica de bienes y servicios tanto alimentarios como no alimentarios.
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a) Sostener el proceso de industrialización mediante 
las divisas obtenidas por las exportaciones y destina-
das a financiar las importaciones de bienes de equi-
pamiento, piezas de recambio y materias primas que 
la industria exigía.
b) Proporcionar un suministro constante de mano de 
obra barata para esa industria.
c) Satisfacer las necesidades alimentarias de las po-
blaciones urbanas, evitando el incremento tanto del 
precio de los alimentos nacionales como de las impor-
taciones en este sector, con lo cual facilitaba el mante-
nimiento de unos salarios industriales bajos y contra-
rrestaba posibles problemas de escasez de divisas.
d) Suministrar a la industria las materias primas que 
requería.
e) Generar un mercado doméstico para los productos 
industriales (Kay, 2001, pp. 350)     
La base del direccionamiento de los lineamientos anteriormente 
mencionados estarían a cargo de un Estado centralista, adminis-
trador de las arcas económicas nacionales, cuyo fin sería impulsar 
el desarrollo industrial de la región, generando estrategias y pro-
gramas que motivaran a los principales centros urbanos de los paí-
ses a facultar la generación de industria y, por ende, el fomento de 
empleo para toda la masa poblacional campesina sin tierra, que 
sería necesario proletarizar con el fin de generar así la fuerza de 
trabajo necesaria en el llamado impulso industrial.
La deseada acción progresista se vio reflejada en la ampliación de 
la deuda externa de cada país a causa de los elevados prestamos 
financieros solicitados al Banco Mundial y al Fondo Monetario Inter-
nacional, para fomentar el desarrollo industrial, junto a un desbor-
dado crecimiento urbano en las principales ciudades latinoamerica-
nas, cuyo panorama se perfiló con la ampliación de los cinturones 
de pobreza en las periferias de las urbes, dados por el gran número 
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de fuerza de trabajo que se asentó en estos sectores y que no lo-
gró ser empleada en las industrias locales nacientes (Pradilla, 1998. 
Desempleo, autogeneración de vivienda en lotes privados como bal-
díos, ampliación de la violencia en las ciudades, desigualdad en la 
repartición presupuestal en las divisiones territoriales nacionales y 
servicios básicos insatisfechos, fueron configurando paulatinamente 
los rostros de los “polos de desarrollo” latinoamericano.
Ante la sentida urgencia de atender el crecimiento urbano continental 
desbordado y de cara al colapso de la agenda económica planteada 
por la CEPAL, los gobiernos latinoamericanos entran a reevaluar el mo-
delo de desarrollo para sus países como el patrón de direccionamien-
to estatal para cada nación. Ahora, el discurso del libre mercado y la 
tercerización económica susurran a las naciones y a “una quincena de 
países que logró realizar la transición política desde la dictadura a la 
democracia, adoptando todos el sistema de «economía de mercado» 
como modelo económico” (Casilda, 2004, pp. 19); con esta intención 
se elabora el llamado Consenso de Washington. Dentro de los puntos 
más relevantes tratados en el Consenso hacia el año de 1989, para el 
académico Ramón Casilda (2004), se destacan:
1) Cambios en las prioridades del gasto público. Con 
la intención de frenar el déficit presupuestario y de 
desviar los gastos improductivos se invirtió más en la 
sanidad, la educación y la infraestructura.
2) Liberación comercial. A través de la protección de 
la industria local se busca que el flujo comercial de 
importaciones sea más activo para viabilizar la gene-
ración de empleo.
3) Política de apertura a la inversión extranjera 
directa. La inversión extranjera es vista como un 
protagonista de la tercerización económica, gracias 
a sus aportes en gestión, capital, tecnología y expe-
riencia, alivianando así la falta de recursos naciona-
les, que se proyectan para la formulación de planes 
de desarrollo (pp. 20-21-22). 
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Las medidas de apertura económica y de liberación de mercados 
terminaron por motivar la transformación del modelo político de 
gestión estatal, dado que, a causa de la ausencia de recursos esta-
tales y la injerencia de capital financiero privado en todo el territo-
rio latinoamericano, se necesitó descentralizar la gestión pública y 
dar más participación a los gobiernos locales para que sean ellos 
los encargados de la formulación, gestión, ejecución y veeduría de 
los planes de desarrollo. Se aclara que el Estado no pierde su papel 
protagónico en este momento histórico porque los gobiernos lo-
cales precisan de “la región y la nación para alcanzar el desarrollo 
sustentable, y todos [región y nación] requieren visión y prácticas 
universales para asegurar tales objetivos” (Gaspar, 2008, pp. 72).
De esta manera, la descentralización terminó por alimentar a los 
gobiernos locales, tanto de Colombia como de Latinoamérica, en 
cuanto a la búsqueda de presupuestos, sean nacionales o privados, 
para forjar sus estrategias de desarrollo local, dado que la mirada lo-
calista reservan prioritariamente la capacidad de decisión de los ac-
tores sociales, en definir un derrotero a futuro de un ámbito espacial 
determinado, a aquellos que residen en dicho espacio. Se privilegia 
así a estos actores por sobre quienes tienen en el plano regional o 
nacional (Rofman y Villar, 2008), las decisiones frente a la gestión de 
recursos y se vincula más a la comunidad (sea urbana o rural) para 
fortalecer la construcción social de su área de residencia.
La visión de consolidación de gobiernos locales también logró des-
centralizar las funciones básicas del Estado, liberándolo de cargas 
financieras y dándole más vida a la solidaridad activa entre las ins-
tancias oficiales y los sectores sociales postergados, para atacar 
los problemas estructurales que los afectan (Rofman y Villar, 2008), 
facultando mayor eficiencia y eficacia en la acción pública local, en 
torno a las demandas sociales insatisfechas. 
La injerencia localista latinoamericana acabó por alimentar los es-
tudios estatales adelantados por el Instituto de Estudios Políticos 
de París, denominados Estudios de Territorialidad, dado que, según 
la academia gala, son los gobiernos locales los abanderados de ad-
ministrar como de ejercer la defensa de su territorio. Al hablar de 
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territorialidad, con base en las investigaciones del académico Jean 
Francois Jolly (2010), esta es el campo relacional a través del cual el 
individuo se convierte en un ciudadano que conoce y aplica meca-
nismos de protección estatal con los cuales, como poseedor del te-
rritorio, genera iniciativas políticas económicas y sociales tendientes 
a establecer la soberanía del espacio geográfico delimitado. Según 
Jolly (2010), con esta construcción se puede visibilizar un estado de 
gobernancia con una intervención pública puntual, denotada en pla-
nes de desarrollo o la formulación de políticas públicas.
Descentralización, gobierno local y la defensa y gestión del territo-
rio (territorialidad) se traducen en una lógica territorial horizontal 
llamada gobernancia, que según Muller y Surel (citados por Jolly, 
2010) corresponde a un modo de actuar en el cual la puesta en co-
herencia de la acción pública (...) ya no pasa por la acción de una 
elite político-administrativa relativamente homogénea y centrali-
zada (...) sino por la puesta en marcha de coordinación multi-nive-
les y multi-actores (Jolly, 2010, p. 423). La lógica multinivel y de par-
ticipación abierta (multi-actores) no se caracteriza por el carácter 
jerárquico entre el Estado y la sociedad, sino en la cooperación de 
ambas instancias en la protección y administración del territorio.
Cabe señalar que la dirección del territorio, y mucho más para et-
nias afro e indígenas, contiene aparte de los componentes econó-
micos y políticos, un eje educacional que a su vez contribuye en la 
defensa y apropiación del territorio: la etnoeducación; esta, para 
el caso colombiano, empezó a tomar fuerza a través del reconoci-
miento étnico alcanzado con la Constitución de 1991, carta magna 
en la que “se terminó de instaurar el derecho de los grupos étnicos 
a una educación más adecuada a sus condiciones culturales y a su 
historia, la cual había comenzado en varias regiones del territorio 
nacional por lo menos 20 años [atrás]” (Enciso, 2004, p. 9).
Aquí, bajo la apuesta etnoeducacional, las organizaciones de base 
étnica (afro e indígenas) en Colombia ya venían trabajando por la 
reivindicación de una educación bilingüe mucho antes de la con-
solidación de la Constitución del 91; un claro ejemplo de ello son 
las comunidades del Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC) y 
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la Confederación Indígena Tayrona (CIT), quienes amparadas en el 
Decreto 088 de 1976 y en búsqueda de una cooperación más ho-
rizontal entre Estado y sociedad, forjaron la consolidación de una 
educación apropiada y concordante con las características cultura-
les y las necesidades de su etnia.
Solo fue hasta terminada la década de los 80 y a inicios de la dé-
cada de los 90 que el Ministerio de Educación Nacional, y de mano 
con institutos de investigación étnica como pedagógica como la 
Universidad de los Andes, la Universidad del Cauca, la Universi-
dad Nacional y la Universidad Pedagógica, entre otras, empezó a 
colaborar en el trabajo de fortalecimiento de una etnoeducación 
tendiente a la gobernancia del territorio (entendido este como un 
territorio vivo). Los trabajos investigativos de las universidades 
como del MEN se vieron reflejados en la Ley General de Educación 
(Ley 115 de 1994) y en el Plan de Desarrollo Nacional 2003-2006 
Hacia un Estado Comunitario (Ley 812 de 2003), documentos que 
pusieron en manifiesto “la construcción de una política pública 
etnoeducativa, a partir de un proceso de concertación” (Enciso, 
2004, p. 25), que apuntó a la formación docente propia de las co-
munidades y al fortalecimiento de procesos comunitarios desde 
los planteles educativos.
En este sentido, la UNAD, a través del programa de la Licenciatu-
ra en Etnoeducación, entra en escena nacional localista y de base 
comunitaria con la formación de profesionales que promueven “la 
solución a problemas de su entorno regional [con un] amplio senti-
do de conciencia ambiental, para aplicar criterios justos en las ac-
tividades y decisiones en las cuales participe” (UNAD, 2011), sean 
desde la formulación de política pública, como en el diseño de pro-
yectos educativos proclives a la defensa de su territorio.
La base formadora unadista nace de la postulación del Proyecto 
Académico Pedagógico Solidario (PAP Solidario) del año 2011, en el 
cual, dentro de su componente Pedagógico-didáctico, se destacan 
ocho ejes transversales, desde los que se faculta el quehacer en la 
formación académica de base. Los puntos académicos de trans-
versalidad serán desglosados a continuación:
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1) Proceso histórico: como espacio específico de la 
cultura y en un mundo simbólico a través del cual el 
hombre construye su realidad; se percibe en el ámbito 
de las interpretaciones, se interpreta a sí mismo, se 
orienta y le imprime sentido y justificación a su vida 
individual y colectiva.
2) Epistemológico-científico: fundamenta el 
proceso educativo en el conocimiento, en general, 
y particularmente en la ciencia, considerada como 
una manifestación cultural que ocupa un lugar pre-
ponderante en el mundo contemporáneo porque 
influye en todos los campos de la actividad huma-
na, determinando los procesos de acción y trans-
formación (tecnología), los cuales, a su vez, tam-
bién determinan los procesos de representación e 
interpretación del mundo vital y de la realidad en 
particular (ciencia).
3) Antropológico-filosófico: reconoce la naturale-
za, dignidad e identidad de la persona como un ser 
en proyecto e inacabado, dotado de un potencial 
espiritual que le permite ser sujeto protagónico de 
su propia realización individual y colectiva, capaz de 
transformar la realidad y de autoconstruirse, median-
te la construcción creativa del conocimiento, el saber 
científico y los valores humanos. 
4) Ético-pedagógico: facilita el mejoramiento 
continuo de criterios de juicio y líneas de pensamiento 
para imprimirle sentido a la relación humana 
y al aprendizaje autónomo y, por lo tanto, a la 
construcción conjunta de valores ético-morales. 
Estos valores tienen un papel central en el sistema 
axiológico de la cultura por cuanto prescriben normas 
de acción y determinan modelos de comportamiento, 
principios de elección y motivaciones para formular y 
alcanzar objetivos concretos.
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5) Político-Social y comunitario: promueve el reco-
nocimiento mutuo como UNAD Proyecto Académico 
Pedagógico Solidario 3.0, instrumento esencial de la inte-
racción, la realización humana y el ejercicio razonable del 
poder entre personas y grupos, considerados estos como 
sujetos protagónicos de su propia organización, forma-
ción y construcción de un destino común para compartir 
en comunidad y libertad sus necesidades, intereses y po-
sibilidades de solución a sus problemas y aspiraciones de 
superación y desarrollo.
6) Estético-comunicativo: constituye el lugar de apa-
rición de las expresiones afectivas y de mayor significa-
ción humana como la ternura y los sistemas simbólicos 
e imaginativos, los cuales contribuyen en gran medida a 
imprimirle viveza al arraigo cultural, a la práctica peda-
gógica y a la formación integral mediante la compren-
sión de las expresiones artísticas, lúdicas y recreativas 
del bienestar universitario.
7) Económico-productivo y empresarial: Contempla 
el compromiso ético y social de la UNAD frente a los sec-
tores básicos de la actividad nacional e internacional, en 
términos de dinamizar sus procesos mediante la incorpo-
ración del conocimiento científico al desarrollo tecnológi-
co y productivo, con énfasis en la dignificación del trabajo 
humano, del espíritu emprendedor y de la empresa eco-
nómica, entendida esta como una mediación fundamen-
tal para la autorrealización de la persona y la comunidad.
8) Jurídico-administrativo: Hace referencia a la nor-
matividad contemplada en la legislación de la educación 
superior a partir de la Constitución Política Colombiana 
(1991), la cual considera que “la educación es un dere-
cho de la persona y un servicio público que tiene una 
función social; con ella se busca el acceso al conoci-
miento, a la ciencia, a la técnica y a los demás bienes y 
valores de la cultura” (UNAD, 2011, Art. 67).
